
El Vicepresidente de Derechos Sociales del Gobierno de Navarra, en relación con la pregunta formulada por la parlamentaria doña Bakartxo Ruiz Jaso, adscrita al Grupo Parlamentario EH Bildu Nafarroa, obre la denegación de la subvención solicitada por la Asociación Navarra de Diabetes-ANADI (9-16/PES-00232), tiene el honor de remitirle la documentación solicitada, así como informarle lo siguiente
Por Orden Foral 33E/2015, de 16 de enero, del Consejero de Políticas Sociales, se aprobó la convocatoria de subvenciones para el año 2015 de fomento y programas a entidades de iniciativa social del área de personas con discapacidad.
En la base 1ª.2 de la citada convocatoria determina las modalidades de subvención a las que podrán optar las entidades solicitantes e indicando que a efectos de esta convocatoria se entiende por Proyecto el conjunto de modalidades para las que cada entidad solicita subvención, estableciéndose dos modalidades de subvención, complementarias y compatibles entre sí:

a) “Fomento del asociacionismo”.

b) “Desarrollo de Programas”.
La Asociación Navarra de Diabetes (ANADI) presentó solicitud de subvención en la modalidad b) “Desarrollo de Programas”.
Mediante Resolución 39E/2015, de 2 de julio del Subdirector de Gestión y Recursos para la Dependencia en sustitución de la Directora Gerente de la Agencia Navarra para la Autonomía de las Personas, se resolvió la convocatoria de subvenciones a entidades de iniciativa social del área de personas con discapacidad para el desarrollo de programas de promoción de la autonomía y prevención de la dependencia en el año 2015.
En ella, se resolvió inadmitir a trámite la solicitud de subvención de la entidad ANADI (Asociación Navarra de Diabetes), por no reunir el requisito señalado en la base 3.d) del Anexo I de la convocatoria, relativo a “tener como fines institucionales, según sus propios estatutos, la realización de actividades relacionadas y dirigidas a personas con discapacidad”.
Con fecha 22 de julio don Juan José Remón Virto, en representación de Asociación Navarra de Diabetes ANADI, formuló recurso de alzada contra la Resolución 39E/2015 de 2 de julio. 
Por Orden Foral 92/2015, de 15 de septiembre, del Consejero de Derechos Sociales, se estimó el recurso de alzada interpuesto por don Juan José Remón Virto, en representación de Asociación Navarra de Diabetes-ANADI y se ordenó la valoración de la solicitud presentada por la Asociación Navarra de Diabetes, con arreglo a los criterios establecidos en la convocatoria de referencia.
La entidad presentó su solicitud estructurada en programas (modalidad a).
El Anexo III de la Orden Foral 33E/2015, establece las bases específicas de la modalidad de “Desarrollo de Programas”, estableciendo a su vez dos modalidades diferenciadas (base 1ª.2):

a) Solicitud estructurada en programas, con un máximo de 6 programas subvencionables.

b) Solicitud estructurada como programa global, agrupando todas las actividades de la entidad en un solo programa.
La forma de valoración de solicitudes, en cada modalidad, aparece regulada en la base 6ª del Anexo III que en relación con las entidades que presentan un “Proyecto estructurado en programas” establece que la valoración se efectuará en dos fases: en la primera, se valorará a la entidad como responsable del proyecto para el cual solicita subvención, es decir, su potencial capacidad para desarrollar programas; en la segunda, se valorará el programa presentado.
Cada fase se valora de manera independiente, utilizando los criterios y puntuaciones señalados en la base siguiente, con una puntuación máxima de 100 puntos en cada fase.
Ambas fases son eliminatorias, de forma que para superarlas, las entidades deberán alcanzar, en cada una de ellas, un mínimo de 60 puntos. Por lo tanto, para percibir subvención el sumatorio mínimo de cada programa presentado entre las dos fases será de 120 puntos.
Por su parte, la base 7ª establece los criterios de valoración aplicables tanto en la valoración de la entidad como responsable del proyecto, como los criterios a aplicar en valoración cada uno de los proyectos presentados. Se establece, asimismo, la puntuación máxima correspondiente a cada uno de los criterios de valoración, especificando los aspectos que se valoran en cada uno de ellos, estableciendo incluso en algunos de ellos criterios de graduación en la asignación de puntos.
Tal y como consta en el informe propuesta de la Sección de Programas y Gestión Subvenciones, valorada la entidad ANADI como responsable del proyecto obtuvo una puntuación de 63,21 puntos, superando el mínimo necesario, por lo que se procedió a la valoración de los programas con arreglo a los criterios establecidos en la base 7ª.2.
La valoración de los programas fue la siguiente:

Programa nº 1: “Atención integral a personas con diabetes y su familiares” -50,06 puntos.

Programa nº 2: “Fomento de la autonomía de jóvenes y niños/as con diabetes” -52,20 puntos.

Programa nº 3: “Deporte y Diabetes” -50.28 puntos.
La valoración de ninguno de los programas presentados por la entidad alcanzó el mínimo exigido en la convocatoria (60 puntos), por lo que, con arreglo a lo dispuesto en la base 6ª.2 del Anexo III, debía denegarse la ayuda solicitada. 
Así, por Resolución 57 E/2015, de 2 de diciembre, de la Directora Gerente de la Agencia Navarra de Autonomía y Desarrollo de las Personas, se valoró y denegó la solicitud de subvención presentada por la Asociación Navarra de Diabetes- ANADI, al no alcanzar la puntuación mínima exigida en la convocatoria.
Con fecha 16 de diciembre de 2015, don Juan José Remón Virto en representación de la Asociación Navarra de Diabetes- ANADI, formuló recurso de alzada frente a la Resolución denegatoria de la subvención. La entidad cuestionaba la valoración efectuada por la Administración, considerando que determinados criterios no se han ajustado a la norma, proponiendo una nueva puntuación-valoración de sus programas.
El recurso de alzada fue desestimado por Orden Foral 29/2016, de 25 de enero, del Consejero de Derechos Sociales, al considerar que la valoración de los programas se realizó de acuerdo con los criterios establecidos en la convocatoria y dentro del margen de discrecionalidad técnica de la que dispone la Administración, no existiendo en este caso error ostensible y manifiesto o arbitrariedad, resultando la pretensión de la interesada una valoración alternativa e interesada a la del órgano calificador que no puede tenerse en consideración. 
En este sentido, es reiterada la doctrina que señala que en la técnica u operación subvencional podemos distinguir dos momentos: la creación o institución de la subvención y su singularizado reparto u otorgamiento. Pues bien, aún cuando el establecimiento de la convocatoria de las subvenciones pueda ser discrecional para la Administración, una vez publicada comienza la regla y su reparto escapa del puro voluntarismo de la Administración, que debe aplicar las condiciones y criterios establecidos en la correspondiente convocatoria, tal y como se ha producido en este caso.
Bien es verdad que los tribunales (tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional) han admitido que también, en la fase de reparto u otorgamiento se predica la discrecionalidad técnica en muchas ocasiones dependiendo del tipo de subvención de que se trate y del modo de concesión establecido dispondrá la Administración, efectivamente, de un reducto de libertad, de un margen de apreciación en suma, de una discrecionalidad técnica similar a aquélla de la que gozan los tribunales calificadores de oposiciones o concursos para ingreso y provisión de puesto de trabajo en la Administración Publica. 
Sentado lo anterior, existen técnicas y garantías limitadoras o tendentes a limitar la discrecionalidad como pueden ser: la procedimentalización de la concesión, así como de la necesidad de establecer unos criterios previos de valoración de solicitudes y la exigencia de motivación de los actos dictados en particular.
En el caso que nos ocupa, el procedimiento de concesión aparecía detalladamente regulado en la propia convocatoria, donde además se señalan los criterios de valoración y puntuación asignada a cada uno de ellos e incluso criterios específicos de ponderación y finalmente la Resolución descansa en el informe propuesta en el que figura la valoración efectuada por el órgano gestor.
Por otra parte, sabido es, y así se señala por el Tribunal Supremo (STS-Sala Tercera, de 27 de junio de 2012) que la discrecionalidad técnica reduce las posibilidades de control de la actividad evaluadora de los órganos de la administración prácticamente a dos supuestos: a) el de la inobservancia de los elementos reglados cuando estos existan, b) el del error ostensible y manifiesto y consiguientemente deja fuera de ese limitado control aquellas pretensiones de los interesados que sólo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, moviéndose dentro del aceptado espacio de libre apreciación y no estén sustentadas con un posible error manifiesto.
De lo expuesto, se desprende que la valoración de los programas presentados se ajustan a derecho, que no existe un error inicial que haya condicionado todo el proceso y haya ocasionado la denegación, ni tampoco existe una error de la baremación incorrecta, sino que se ha valorado la solicitud de subvención de acuerdo con los criterios de baremación establecidos en la convocatoria.
Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento del artículo 194 del Reglamento del Parlamento de Navarra.
Pamplona, 16 de junio de 2016.
El Vicepresidente de Derechos Sociales: Miguel Laparra Navarro
